COMISION DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

RESOLUCION N° 1079-2003/CPC-

EXPEDIENTE Nº 763-2003-CPC


	RESOLUCION EMITIDA POR LA COMISION DE PROTECCION AL CONSUMIDOR DEL INDECOPI DONDE SE RECONOCE DERECHOS A UN CONCEBIDO DE 5 SEMANAS QUE MUERE ANTES DE NACER

Breve resumen de los hechos: 

Señora embarazada de 5 semanas que sufre un accidente.  Posteriormente tiene un aborto  involuntario. La señora denuncia a la compañía de seguros para que la indemnice –vía SOAT- por incapacidad temporal y por muerte del concebido.
Parte importante de la Resolución: “En atención a estas consideraciones, es opinión de quienes suscribimos el presente voto, que el concebido, al ser un sujeto de derecho privilegiado y porque la tutela de su derecho a la vida no está sometida a condición alguna, también se encuentra amparado por el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, regulado por el D.S. No. 024-2002-MTC.”
No obstante ello, la demanda fue declarada infundada sólo porque la denunciante no cumplió con acreditar que el aborto se produjo como consecuencia del accidente.

En consecuencia, si ello hubiese sido probado, se habría indemnizado a la madre por la muerte de su hijo, de apenas 5 semanas de vida.
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:
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SUMILLA: en el procedimiento iniciado por la señora Belmira Cahuaza Torres en contra de La Positiva Seguros y Reaseguros S.A., por presunta infracción a la Ley de Protección al Consumidor
, la Comisión ha resuelto lo siguiente:

(i) dar por finalizado de forma parcial el procedimiento iniciado por la señora Cahuaza en contra de La Positiva por presunta infracción al artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor, en el extremo referido al pago de los gastos médicos y la indemnización por incapacidad temporal. Ello, en tanto que las partes han llegado a un acuerdo conciliatorio.

(ii) declarar infundada la denuncia presentada por la señora Cahuaza en contra de La Positiva por presunta infracción al artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor, en el extremo referido al pago de la indemnización por muerte que brinda el SOAT por la pérdida de su embarazo. No ha quedado acreditado que la pérdida del embarazo de la señora Cahuaza se haya producido a causa del accidente de tránsito materia del procedimiento.

(iii) declarar infundadas las solicitudes de medida correctiva y de costas y costos efectuadas por la señora Cahuaza.

Lima, 26 de noviembre de 2003

1.
HECHOS


El 21 de julio de 2003, la señora Cahuaza denunció a La Positiva por presunta infracción a la Ley de Protección al Consumidor. En su denuncia, manifestó que el 23 de enero el vehículo con placa de rodaje VG-5559 de propiedad de Transportes Paredes Estrella y asegurado en La Positiva, se despistó, por lo que tuvo que ser trasladada de emergencia al Hospital de Bagua Grande, y luego al Hospital de ESSALUD de Chiclayo.

Por la gravedad de las lesiones, tuvo que asistir a un médico particular, en donde se advirtió que se encontraba en gestación de cinco semanas. Al respecto, indicó que se le informó que presentaba peligro de aborto, lo cual se materializó poco tiempo después. En ese sentido, pese a haber solicitado a la denunciada la carta de garantía a fin de seguir con el tratamiento, ésta le fue negada, negligencia que trajo como consecuencia la pérdida de su embarazo.  

Por dichas razones, solicitó a la Comisión que ordene a La Positiva el pago de la indemnización por incapacidad temporal y muerte que la Ley del SOAT contempla, así como los gastos médicos efectuados por un monto de S/. 247. Asimismo, demandó el pago de las costas y costas en que hubiese incurrido en el procedimiento.

En su defensa, La Positiva señaló que no era cierto que no habría cumplido con el pago de gastos médicos a la denunciante, en tanto, efectuó un pago ascendente a S/. 3 102,33 correspondiente a los gastos derivados del tratamiento que recibieran tanto ella como su menor hijo en la Clínica Vesalio. Asimismo, indicó que respecto al monto solicitado por la señora Cahuaza, ésta no habría cumplido con presentar las facturas o boletas que respalden dichos gastos.

De otro lado, manifestó que respecto a la indemnización por incapacidad temporal, ésta no le correspondía a la denunciante, en tanto no cumplió con probar que se haya encontrado incapacitada. Sin embargo, ofreció el pago de la misma en función a los días que se encontró hospitalizada, tomando como base 1/30 de la Remuneración Mínima Vital (RMV).

Finalmente, La Positiva indicó que la interrupción del embarazo no era un caso de muerte, y en atención a que no se ha probado que la misma haya sido producto del accidente, no le correspondía la indemnización. De otro lado, indicó que el concebido no obtuvo la condición de jurídica de persona porque no nació, y por tanto, no correspondía ofrecerle la cobertura del SOAT.

2.
CUESTIONES EN DISCUSION

Luego de estudiar el expediente, la Comisión considera que debe determinar lo siguiente:

(i) si corresponde dar por finalizado el procedimiento iniciado por la señora Cahuaza en contra de La Positiva en el extremo referido al acuerdo conciliatorio celebrado entre las partes, conforme a lo establecido en el artículo 29 de la Ley sobre Facultades, Normas y Organización del INDECOPI;

(ii) si La Positiva al negar la cobertura del SOAT cumplió con brindar un servicio idóneo, y de no ser así, si infringió el artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor;

(iii) si corresponde ordenar al Banco las medidas correctivas solicitadas por la denunciante; y,

(iv) si corresponde ordenar a La Positiva el pago de las costas y costos en que hubiese incurrido la denunciante en el procedimiento.

3. ANALISIS DE LAS CUESTIONES EN DISCUSION

3.1
Sobre el acuerdo conciliatorio


El artículo 29 del Decreto Legislativo Nº 807 señala que la Comisión podrá continuar de oficio el procedimiento, si del análisis de los hechos denunciados considera que podría estarse afectando intereses de terceros
. 

Si bien los acuerdos conciliatorios ponen fin al conflicto de intereses privados surgido entre las partes, el objetivo de la Ley de Protección al Consumidor está además fundado en el interés colectivo de los consumidores. Ello legitima a la Comisión para pronunciarse sobre el fondo de la materia discutida en un procedimiento, a pesar de mediar un acuerdo entre las partes, cuando se pueda estar afectando intereses de terceros consumidores.

Conforme se desprende del acta de la audiencia de conciliación celebrada el día 18 de agosto de 2003
, las partes llegaron a un acuerdo a fin de solucionar determinados hechos materia del procedimiento. En tal sentido, el 29 de agosto de 2003 La Positiva entregaría a la señora Cahuaza S/. 1 027, correspondientes a S/. 816 por incapacidad temporal y S/. 211 por gastos médicos.

De esta forma, las partes aceptaron que dicho acuerdo ponía fin al procedimiento en dicho extremo de la denuncia, siendo de su responsabilidad la realización de las acciones necesarias para concretar el acuerdo adoptado en  la fecha.

Por tanto, la Comisión considera que tratándose de un interés particular referido al pago de una indemnización por concepto de SOAT relativa a gastos médicos e incapacidad temporal de la señora Cahuaza, y no existiendo documentos que acrediten la existencia de una afectación de intereses de terceros que amerite un pronunciamiento en tutela de los mismos, corresponde dar por finalizado el procedimiento en el extremo referido al pago de los gastos médicos y la cobertura por incapacidad temporal de la denunciante, al haberse resuelto el conflicto de intereses suscitado entre las partes en el extremo materia de conciliación
.

3.2
Sobre la idoneidad del servicio
El artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor establece un supuesto de responsabilidad administrativa objetiva conforme al cual los proveedores son responsables por la calidad e idoneidad de los servicios que ofrecen en el mercado. Ello no impone al proveedor el deber de brindar una determinada calidad de servicios a los consumidores, sino simplemente el deber de prestarlos en las condiciones ofrecidas y acordadas, expresa o implícitamente
.

El precedente de observancia obligatoria aprobado por la Sala de Defensa de la Competencia mediante la Resolución N° 085-96-TDC
 precisó que el artículo 8° de la Ley de Protección al Consumidor contiene la presunción de que todo proveedor ofrece una garantía implícita por los productos o servicios que comercializa, los cuales deben resultar idóneos para los fines y usos previsibles para los que normalmente se adquieren en el mercado. Ello, según lo que esperaría un consumidor razonable, considerando las condiciones en las cuales los productos o servicios fueron adquiridos o contratados.

Se producirá un supuesto de falta de idoneidad cuando no exista coincidencia entre lo que el consumidor espera y lo que el consumidor recibe, pero a su vez lo que el consumidor espera dependerá de la calidad y cantidad de la información que ha recibido del proveedor, por lo que en el análisis de idoneidad corresponderá analizar si el consumidor recibió lo que esperaba sobre la base de lo que se le informó.

Una vez acreditada por el consumidor la existencia de un defecto en el producto adquirido o en el servicio contratado, la  responsabilidad administrativa objetiva en la actuación del proveedor impone a éste la obligación procesal de probar que no es responsable por la falta de idoneidad del producto o servicio defectuoso, sea porque actuó cumpliendo con las normas debidas o porque acreditó la existencia de hechos ajenos que no le eran imputables como son el caso fortuito, fuerza mayor, hecho de terceros o por la negligencia del propio consumidor.

La señora Cahuaza denunció por la presunta falta de idoneidad en el servicio prestado por La Positiva, en torno a su negativa a ofrecer la cobertura del SOAT. En ese sentido, antes de proceder al análisis respectivo, corresponde determinar en qué consiste el SOAT y su finalidad, para luego aplicarlo al caso en concreto.

Al respecto, la interpretación jurídica suele concebirse como el conjunto de herramientas usadas a fin de desentrañar el significado último de una norma jurídica, cuando su sentido normativo no queda claro a partir del análisis lógico-jurídico interno de la misma. En ese sentido, el problema de la interpretación puede plantearse tanto del texto mismo de la norma, en tanto no queda claro que es lo que quiere decir, como, cuando pese a que ésta pueda ser suficientemente clara al momento de analizarla en abstracto, presenta problemas al momento de su aplicación
.

En ese sentido, para partir del análisis de la norma se debe tomar en cuenta al derecho como un sistema estructural, por el que las cosas no se encuentran reguladas jurídicamente por normas atomizadas, sino que las mismas forman grupos normativos que permiten explicar el sentido de la misma. en atención a ello, a fin de poder desentrañar el significado de la norma del SOAT, se deberá tomar en cuenta cuál es su significado en abstracto, para luego encontrar su finalidad práctica, y con ello, poder esclarecer los sujetos protegidos por dicha norma.

La Ley N° 27181, Ley General de Transporte y Tránsito Terrestre
, en su Título V trata el tema de la Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios. Así, establece de manera clara y precisa la obligatoriedad de contar con el seguro contra accidentes de tránsito, disponiéndose que para efectos de aplicar la responsabilidad, ésta deberá tomarse como objetiva, respondiendo el conductor, el propietario del vehículo y el prestador del servicio solidariamente, en caso se produzca un accidente de tránsito. 

Sobre el particular, señala que el Estado procura que todos los agentes que intervienen en el transporte y tránsito perciban y asuman los costos totales de sus decisiones, procurando con ello garantizar la protección del ambiente, la salud y la seguridad de las personas
. Por lo tanto, la obligatoriedad del seguro se encuentra establecida tomando en cuenta que todas las personas asuman los riesgos que generan con el ejercicio de la actividad de manejo.

Al respecto, se debe indicar que independientemente de la responsabilidad que pueda tener el conductor del vehículo respecto a la ocurrencia de un accidente de tránsito, la obligatoriedad de contar con el SOAT responde a la necesidad de garantizar a los ocupantes o terceros no ocupantes de un vehículo con la cobertura total respecto a cualquier ocurrencia. Así, la Ley impone al propietario del vehículo la obligación de contar con el seguro a fin de poder brindar dicha compensación, tomando como punto de partida que el riesgo de poner en circulación a los vehículos no es sólo para los ocupantes, sino que se extiende también a los terceros no ocupantes, los cuales tienen derecho a una cobertura efectiva.

En respuesta a ello, se aprueba mediante el Decreto Supremo N° 024-2002-MTC, Texto Unico Ordenado del Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito
, en el cual se establecen las disposiciones relacionadas con la determinación de la responsabilidad civil derivada de accidentes de tránsito terrestre, así como el régimen y características del seguro obligatorio de accidentes.   

Dentro de este marco, el Reglamento señala que los pagos de los gastos e indemnizaciones del seguro se efectuarán sin investigaciones ni pronunciamiento previo de autoridad alguna, independientemente de la responsabilidad del conductor, propietario del vehículo o prestador del servicio
; estableciéndose que el incumplimiento del pago de parte de la compañía de seguros será sancionado
. Por tanto, el pago de la indemnización es una obligación de la compañía aseguradora, quien lo deberá efectuar de manera inmediata, sin necesidad de investigaciones previas, y sin que dicho pago implique el reconocimiento de responsabilidad o presunción de la misma para el propietario, conductor o prestador de servicio. 

De lo expuesto, se puede concluir que el Estado busca a través del SOAT procurar que todas las personas tengan una indemnización por los daños personales generados por un accidente de tránsito, de una forma rápida y segura. En ese sentido, el artículo 28 del Reglamento señala que este seguro actúa bajo la modalidad de un seguro de accidentes personales, y cubre riesgos vinculados a muerte y lesiones corporales.

Por tanto, se entiende que la norma trata de satisfacer el interés del Estado por proteger de manera eficaz a las personas que resulten víctimas de un accidente, sin que se evalúe previamente el grado de responsabilidad del causante del accidente, brindando de forma inmediata la atención debida por lesiones, o una compensación por la muerte de una persona, sin dilación alguna. 

Así, un sujeto que ha sido víctima de un accidente de tránsito podrá acudir a cualquier establecimiento de salud, ya sea público o privado, a fin de que le brinden atención médica, siendo el responsable del pago la compañía aseguradora del vehículo, independientemente que haya sido un ocupante o tercero no ocupante del mismo en el accidente. Por tanto, la responsabilidad de la compañía se evaluará en torno a su negativa a brindar la atención debida por el accidente, pese a que el sujeto que fue víctima del mismo lo haya solicitado de manera fehaciente a dicha entidad.  

1.
Sobre la normatividad aplicable
El artículo 2 de la Constitución Política del Estado, de 1993, protege al concebido en la segunda parte de su primer inciso, en los siguientes términos:


“El concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece”.

El concebido, es considerado por el Código Civil peruano como un sujeto de derecho privilegiado (puesto que sólo lo es “para todo cuanto le favorece”). En efecto, el art. 1 de este cuerpo de leyes precisa lo siguiente:

“La persona humana es sujeto de derecho desde su nacimiento. La vida humana comienza con la concepción. El concebido es sujeto de derecho para todo cuanto le favorece. La atribución de derechos patrimoniales está condicionada a que nazca vivo” (el subrayado es nuestro).

El art. 28 del Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito, aprobado por el D.S. Nº 024-2002-MTC, del 13.06.02, establece que:

“El Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito actúa bajo la modalidad de un seguro de accidentes personales y cubre los riesgos de muerte y lesiones corporales que sufran las personas, sean ocupantes o terceros no ocupantes de un vehículo automotor, como consecuencia de un accidente de tránsito en el que dicho vehículo haya intervenido” (el subrayado es nuestro).


Asimismo, el art. 29 del citado T.U.O. indica que:

“El Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito cubrirá, como mínimo, los siguientes riesgos por cada persona, ocupante o tercero no ocupante de un vehículo automotor (el subrayado es nuestro):


• Muerte c/u 



:
Cuatro (4) UIT

• Invalidez permanente c/u hasta 
:
Cuatro (4) UIT

• Incapacidad temporal c/u hasta 
:
Una (1) UIT

• Gastos médicos c/u hasta 

: 
Cinco (5) UIT

• Gastos de sepelio c/u hasta 

: 
Una (1) UIT”.

No se comparte la argumentación en la que se sostiene que el Decreto Supremo N° 024-2002-MTC sólo reconocería la cobertura a las personas, las cuales, según el Código Civil, obtienen la calidad de sujetos de derecho desde el momento de su nacimiento. Dentro de ese orden de ideas, se afirma que el mismo cuerpo de leyes dispone que la atribución de derechos patrimoniales del concebido se encuentra sujeta a que éste nazca vivo. Por tanto, a efectos de otorgar la referida indemnización, se tendría que verificar un nacimiento, y no la pérdida por parte de la denunciante, de su embarazo.
2. Sobre los alcances de la tutela que brinda el ordenamiento jurídico al concebido

Como ha sido visto, tanto el Código Civil, como la Constitución consideran al concebido como un sujeto de derecho privilegiado, por cuanto lo es para todo cuánto le favorece. Por ello, resulta forzoso superar una interpretación meramente literal del Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito para amparar también al concebido como un sujeto protegido por la cobertura que brinda el SOAT.

El concepto jurídico de persona no es coincidente con el del concebido. Sin embargo, resulta inconsistente fundarse en una referencia técnico-lingüística para desproteger al concebido y olvidarse que tanto esta categoría, como la de persona, obedecen a una misma referencia ontológica: la vida humana
. El concebido, en tanto sujeto de derecho, es titular del derecho a la vida, derecho natural y primario que todo ser humano goza, por el sólo hecho de su existencia. 

El no comprender la tutela del derecho a la vida del concebido, dentro de los alcances del Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito implicaría, a nuestro entender, una interpretación inconstitucional, por cuanto se privilegia la vida de las personas naturales frente a la vida de los concebidos, generándose una situación de desigualdad del todo injustificada. Tanta tutela merece la vida de las personas naturales como la de los concebidos: ambos sujetos de derecho.

Téngase en cuenta que el Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito se refiere genéricamente al término “persona”. Otros cuerpos legislativos, como el Código Civil, también en algunos artículos se refieren a esta categoría
 y la doctrina no ha vacilado en comprender dentro de la misma, también al concebido
. Por lo anteriormente expuesto, una interpretación constitucional parte del reconocimiento de la categoría de sujeto de derecho al concebido, el cual, si bien, técnicamente no es persona, no deja de ser una vida humana a la cual hay que tutelar y proteger en igualdad de condiciones.
3. Sobre la diferenciación de los derechos patrimoniales y los derechos extrapatrimoniales del concebido y la naturaleza del seguro automático

El Código Civil dispone que la atribución de derechos patrimoniales del concebido se encuentra sujeta a que éste nazca vivo. A efectos de otorgar la referida indemnización, en el presente caso, no se verificó un nacimiento sino la pérdida, por parte de la denunciante, de su embarazo.

Estamos de acuerdo con que la atribución de derechos patrimoniales a favor del concebido está condicionada suspensivamente al hecho que este sujeto de derecho nazca con vida. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que los derechos extra-patrimoniales o existenciales del concebido, como es el derecho a la vida, no están sometidos a condición alguna
. Ahora bien, nadie discute que la indemnización es un derecho patrimonial, que surge por la lesión de derechos (sean patrimoniales o existenciales).

Un seguro automático, como es el caso del seguro obligatorio por accidentes de tránsito, obedece a una lógica diversa del sistema de indemnización o reparación. En efecto, mientras en este último, se tiene que iniciar un proceso para determinar quién es el responsable y luego surge la obligación de indemnizar, en el sistema del seguro automático, basta que se acrediten los daños (tanto patrimoniales como existenciales) y surge automática e inmediatamente la obligación del pago por parte del asegurador.

¿Qué se busca proteger con el sistema del seguro automático? Un mecanismo eficaz y eficiente de pago por los daños producidos (tanto patrimoniales como existenciales) de las personas, entendidas no en sentido literal como categoría técnico-lingüística, sino en sentido ontológico, como seres humanos. Como ya se mencionó, el art. 29 del Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito reconoce por el riesgo “muerte” un monto hasta por 4 Unidades Impositivas Tributarias. 

El Diccionario de la Real Academia Española entiende por muerte “la cesación o término de la vida”
. ¿Se podría argumentar que “técnicamente” un concebido no muere porque, en todo caso, se produciría un aborto, el cual es entendido como la interrupción del embarazo? Creemos que la respuesta correcta es la negativa. Si “la vida humana comienza con la concepción”, como prescribe el art. 1 c.c., también cabría entender que cesa la vida durante la concepción, y más allá de cualquier referencia semántica, el ordenamiento jurídico debe tutelar y proteger la cesación de la vida, de los nacidos y de los aún no nacidos.

La atribución patrimonial que surge con motivo del Seguro Obligatorio por Accidentes de Tránsito resulta ser consecuencia del reconocimiento de los derechos patrimoniales y existenciales de los sujetos que están amparados por el mismo. Así, el art. 29 del Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito cubre por daños extra-patrimoniales o existenciales (muerte, invalidez permanente e incapacidad temporal) y por daños patrimoniales (gastos médicos y gastos de sepelio).

Cuando el art. 1 c.c. establece que “la atribución de derechos patrimoniales está condicionada a que nazca vivo (el concebido)” se quiere prescribir que, en caso de una donación, herencia o legado, habrá que esperar a que nazca este sujeto de derecho (es decir, se verifique la condición), para que produzcan efectos jurídicos estos actos. Si el art. 29 del Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito establece que se cubre por el riesgo muerte (hasta 4 Unidades Impositivas Tributarias), ello no quiere decir que primero tendría que nacer el concebido (para que después muera) sino que esta atribución patrimonial se funda en el hecho de la protección del derecho a la vida (del nacido y del no nacido), derecho extra-patrimonial o existencial, el cual no está sometido a condición alguna y, por consiguiente, si pierde la vida un concebido en un accidente de tránsito, cabría cubrir ese riesgo hasta el monto establecido en el Reglamento bajo comentario. 

Se debe distinguir dos situaciones: el derecho a asegurarse (que puede ser patrimonial o no), de la atribución patrimonial resultado de la lesión del derecho a asegurarse. Reiteramos que el derecho a la vida del concebido (al igual que el de la persona nacida) no está sometido a condición alguna. La atribución patrimonial es un segundo momento, consecuencia inmediata y directa, que se verifique el supuesto del riesgo cubierto, el cual es la muerte del concebido producto de un accidente de tránsito. En este caso resulta inaplicable la condición suspensiva a la cual se refiere el art. 1 c.c. Si se produjo este supuesto ¿cabría argumentar que el concebido tiene que nacer con vida para atribuírsele los efectos patrimoniales del seguro, lo cual sería física y jurídicamente imposible, porque justamente murió producto de un accidente de tránsito? En nuestra opinión, la respuesta correcta es la negativa.

En atención a estas consideraciones, es opinión de quienes suscribimos el presente voto, que el concebido, al ser un sujeto de derecho privilegiado y porque la tutela de su derecho a la vida no está sometida a condición alguna, también se encuentra amparado por el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, regulado por el D.S. No. 024-2002-MTC. 

4. Aplicación al caso en concreto

La señora Cahuaza manifestó que, luego de 12 días de producirse el accidente, acudió al Centro Médico Dr. Luis Quito, en atención a que continuaban los dolores y malestares en su vientre
. Indicó, que en el examen médico le diagnosticaron un embarazo de cinco semanas con amenaza de aborto.

Al respecto, la denunciante presentó como medios probatorios un diagnóstico emitido por el del 4 de febrero de 2003, en el que se concluyó lo siguiente:

“CONCLUSION:

1).- GESTACION UNICA DE 5.0 SEMANAS X SACO GESTACIONAL (+/- 0.5)

2).- CONSIDERAR AMENAZA DE ABORTO

- SUGIERE CONTROL POSTERIOR PARA DETERINAR VIABILIDAD EMBRIONARIA.”
Conforme al Reglamento del SOAT, el pago de las indemnizaciones se efectuará sin investigación ni pronunciamiento previo de autoridad alguna, bastando la sola demostración del accidente y de las condiciones de muerte o lesiones que éste originó a la víctima. En el caso concreto, si bien existe un diagnóstico que la denunciante tenía amenaza de aborto, éste no resulta suficiente para acreditar que el daño se produjo debido al accidente de tránsito. En efecto, la pérdida pudo haberse producido por otras causas, tales como, la inviabilidad propia del concebido o problemas del embarazo de la madre.
En esa línea, cabe señalar que la atribución de responsabilidad objetiva en la actuación del proveedor debe analizarse conforme a la norma que regula la carga de la prueba
, la misma que establece que quien alega un hecho debe probarlo, aplicándose de la siguiente manera:

(i) acreditación del defecto: corresponde al consumidor acreditar la existencia de un defecto en el servicio; y,

(ii) imputación del defecto: acreditado el defecto, corresponderá al proveedor acreditar que el defecto no le es imputable (inversión de la carga de la prueba), esto es, que no es un defecto incorporado al servicio como consecuencia de las actividades involucradas en poner el producto o el servicio al alcance del consumidor.

En ese sentido, correspondía a la señora Cahuaza el acreditar que efectivamente sufrió la pérdida de su embarazo a causa del accidente de tránsito materia del procedimiento, mediante la presentación, por ejemplo, de un informe médico en el que se especifique la causa del aborto. Sin embargo, de los certificados e informes presentados en su denuncia no se prueba la fecha del aborto ni las causas del mismo.

La manera de sostener el diagnóstico de un embarazo, sobre todo en una situación contenciosa, es con un análisis en sangre, orina ó saliva, que tiene la denominación de "pregnosticón"; que consiste en detectar la presencia de hormonas segregadas por la placenta. Este diagnóstico tiene un alto grado de confianza, especialmente a partir de la cuarta semana de embarazo. El otro procedimiento diagnóstico es el de la ecografía que es confiable a partir de las ocho semanas.

Un aborto debe ser certificado por un examen anátomo patológico del tejido expulsado. Esta es la única manera conocida para aseverar la existencia de restos embrionarios y placentarios que configuran un aborto.

Por dichas razones, en atención a que la denunciante no cumplió con probar que, por efecto del accidente, se produjo el aborto, corresponde declarar infundada la denuncia por presunta infracción al artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor. 

3.3
Sobre la solicitud de medidas correctivas 
La señora Cahuaza solicitó a la Comisión como medida correctiva el pago de la indemnización por muerte que la Ley del SOAT contempla.  Al respecto, en la medida que no ha quedado acreditada la existencia de una infracción por parte de La Positiva, la Comisión considera que corresponde declarar infundada dicha solicitud. 

3.4
Sobre las costas y costos
En su denuncia, la señora Cahuaza solicitó el pago de las costas y costos en los que incurrió en el procedimiento, y, en la medida que no quedó acreditado la falta de idoneidad de parte de la denunciada, corresponde declarar infundada la presente solicitud.

4. DECISION DE LA COMISION

PRIMERO: dar por finalizado de forma parcial el procedimiento iniciado por la señora Belmira Cahuaza Torres en contra de La Positiva Seguros y Reaseguros S.A., en el extremo referido al pago de los gastos médicos y la indemnización por incapacidad temporal, por haber llegado las partes a un acuerdo que pone fin a la controversia.

SEGUNDO: declarar infundada la denuncia interpuesta por la señora Belmira Cahuaza Torres en contra de La Positiva Seguros y Reaseguros S.A. por presunta infracción al artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor, en el extremo referido al otorgamiento de cobertura por muerte del concebido. 

TERCERO: declarar infundada la solicitud presentada por la señora Belmira Cahuaza Torres para que la Comisión ordene a La Positiva Seguros y Reaseguros S.A. como medida correctiva que cumpla con pagar la cobertura que muerte le asiste. 

CUARTO: denegar la solicitud de la señora Belmira Cahuaza Torres para que La Positiva Seguros y Reaseguros S.A. asuma el pago de las costas y costos en que haya incurrido en el procedimiento.

JUAN ESPINOZA ESPINOZA

   FERNANDO CILLÓNIZ

                
Presidente


       

Comisionado

URIEL GARCIA

Comisionado

Emitimos el siguiente voto singular que, si bien coincide con el sentido del voto de los anteriores comisionados, discrepa en cuanto a los argumentos jurídicos aplicables para la determinación de la categoría de “persona” establecida en el Reglamento de la Ley, por las siguientes consideraciones:

El artículo 29 del Reglamento del SOAT señala lo siguiente respecto a las coberturas que brinda dicha norma:

Artículo 29.- El Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito cubrirá, como mínimo, los siguientes riesgos por cada persona, ocupante o tercero no ocupante de un vehículo automotor:

· Muerte c/u




Cuatro (4) UIT

· Invalidez permanente c/u hasta

Cuatro (4) UIT

· Incapacidad temporal c/u hasta

Cuatro (4) UIT

· Gastos médicos c/u hasta


Cinco (5) UIT

· Gastos de sepelio c/u hasta

Una (1) UIT








(el subrayado es nuestro)

Conforme se aprecia de la lectura de la norma, la cobertura del seguro obligatorio va dirigida a las personas, por lo que corresponderá efectuar el análisis de lo que se entiende por persona bajo esta norma y su ámbito de aplicación. 

Sobre el particular, el artículo 1 del Código Civil señala que la persona humana es sujeto de derecho desde su nacimiento
, y que al concebido se le atribuyen derechos patrimoniales, siempre y cuando, nazca vivo.

Al respecto, se debe efectuar una distinción entre los derechos patrimoniales y extrapatrimoniales. La doctrina señala que los primeros son los que tienen contenido económico, tales como herencias, propiedades, indemnizaciones, mientras que los segundos responden a los que no se pueden traducir de forma inmediata en un valor económico, encontrándose entre ellos la vida, la integridad, la salud
. Por ejemplo, un concebido tendrá derecho a la vida como titular de tal derecho extrapatrimonial, si es que la madre quisiera interrumpir el embarazo voluntariamente. En este caso, un tercero podría interponer a su favor un Habeas Corpus o una denuncia ante el Ministerio Público en defensa de su derecho a la vida.

En base a la diferenciación efectuada, el concebido podrá recibir los derechos patrimoniales obtenidos en el lapso que lo fue, es decir, que fue concebido, de ser el caso que nazca vivo, es decir, cuando obtenga la calidad jurídica de persona; siendo que, respecto a los derechos extrapatrimoniales, le pertenecen por su sola condición de ser sujeto de derecho
. 

Si bien es cierto la cobertura que ofrece el SOAT responde a la de un seguro personal (cubriendo lesiones o muerte), es decir, no cubre daños materiales, se debe hacer hincapié que el Reglamento indica de forma expresa e ineludible que la cobertura se ofrece a las personas. Así, la asignación de la indemnización, que pasa a ser un derecho patrimonial, le corresponderá al concebido si nace vivo y adquiere la condición de persona. 

Ello no significa que la norma desconozca los derechos de concebido y la posible asignación de una indemnización por su muerte a la madre en su calidad de beneficiaria. La protección que brinda la norma es la de ofrecer cobertura que de forma inmediata brinde asistencia a las personas víctimas de un accidente, a fin de preservar su vida, y de ser el caso que el mismo tenga como consecuencia la muerte de la persona, los beneficiarios reciban la indemnización por dicha causal.

En esa línea, cabe señalar que el artículo 19 del Reglamento indica que las víctimas o beneficiarios pueden percibir otro tipo de indemnización, por lo que su trámite no es excluyente de solicitar la que ofrece el SOAT. Al respecto, dicho artículo señala lo siguiente:

Artículo 19.- El derecho que, según este Reglamento, corresponda a las víctimas o sus beneficiarios, no afectará al que se pueda tener, según las normas del derecho común, para cobrar indemnizaciones de los perjuicios de quien(es) sea(n) civilmente responsables del accidente. 

El pago recibido como consecuencia del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito no implica reconocimiento ni presunción de culpabilidad que pueda tener el propietario o conductor del vehículo asegurado o prestador del servicio de transporte, ni servirá como prueba en tal sentido, en caso de ejercitarse acciones civiles o penales.

No obstante, los pagos de indemnización efectuados en virtud de este seguro se imputarán o deducirán de los que pudiere estar obligado el propietario o conductor del vehículo asegurado o prestador del servicio de transporte en razón de la responsabilidad civil que respecto de los mismos hechos y de las mismas personas le pueda corresponder según la norma de derecho común.

De este modo, en base a la razonabilidad de la norma, el SOAT busca proteger a todas las personas sin necesidad que se dilaten las investigaciones respecto a la responsabilidad del conductor, a fin de protegerlos de manera eficaz. En ese sentido, el seguro no paga cuando se determina la responsabilidad del conductor, sino que por su naturaleza, es en sí mismo la forma de reparar el daño, no limitando la posibilidad de recurrir al órgano jurisdiccional a fin que se reconozcan otras indemnizaciones que sean debidas.

Por lo tanto, la cobertura ofrecida se hará viable si se cumple con que el concebido pase a ser persona, como el caso en que, por razones del accidente, se produjera un nacimiento y, a los pocos momentos, muera el niño. En tal situación, la madre sí podría reclamar la cobertura del seguro, en tanto existió persona, y ella como beneficiaria, tendría el derecho a la indemnización
. El interpretar en otro sentido la norma sería el desnaturalizar su finalidad, en tanto estaría cubriendo por concepto de muerte un supuesto que tiene una vía correcta a efectos que sea amparada, en este caso, una reparación civil a la madre. 

En el caso materia de análisis, no se produjo un nacimiento que configure el supuesto planteado, no existiendo persona que tenga el derecho a la cobertura por muerte que el SOAT brinda, por lo que la señora Cahuaza no adquirió la condición de beneficiaria.

Por lo expuesto, La Positiva actuó de forma adecuada al negar la cobertura a la denunciante, correspondiendo declarar infundado este extremo de la denuncia por presunta infracción al artículo 8 de la Ley de Protección al Consumidor
. Finalmente, nos encontramos de acuerdo en declarar infundada la solicitud de medida correctiva y de pago de costas y costos.

     LILIANA ALVARADO DE MARSANO

     ADRIANA GIUDICE

                
Vice - Presidente


       

Comisionado

MANUEL CHU

Comisionado

Dado que se ha producido un empate en la votación de la presente resolución, el Presidente de la Comisión ha hecho ejercicio de su voto dirimente establecido en el artículo 14 del Decreto Ley Nº 25868, Ley de Organización y Funciones del Indecopi, siendo el sentido de la resolución el voto adoptado por los señores comisionados Juan Espinoza Espinoza, Fernando Cillóniz y Uriel García.

JUAN ESPINOZA ESPINOZA

Presidente

� El texto original del Decreto Legislativo N° 716, Ley de Protección al Consumidor, y sus modificatorias hasta el 11 de diciembre de 2000, se encuentran comprendidos en el Decreto Supremo N° 039-2000/ITINCI, Texto Unico Ordenado de la Ley de Protección al Consumidor.





� 	LEY SOBRE FACULTADES, NORMAS Y ORGANIZACION DEL INDECOPI


Artículo 29.- En cualquier estado del procedimiento, e incluso antes de admitirse a trámite la denuncia, el Secretario Técnico podrá citar a las partes a audiencia de conciliación. La audiencia se desarrollará ante el Secretario Técnico o ante la persona que éste designe. Si ambas partes arribaran a un acuerdo respecto de la denuncia, se levantará un acta donde conste el acuerdo respectivo, el mismo que tendrá efectos de transacción extrajudicial. En cualquier caso, la Comisión podrá continuar de oficio el procedimiento, si del análisis de los hechos denunciados considera que podría estarse afectando intereses de terceros.





� Ver expediente a fojas 69 y 70.





� Al respecto debe indicarse que, si el denunciado no cumpliera el acuerdo adoptado, el denunciante se encuentra facultado para interponer una denuncia por incumplimiento de acuerdo conciliatorio, debiendo para ello cumplir con los requisitos establecidos en Texto Unico de Procedimientos Administrativos del INDECOPI aprobado por Decreto Supremo N° 020-2001-ITINCI.





En caso la Comisión determinara la existencia del incumplimiento del acuerdo adoptado, se encuentra facultada para sancionar al obligado. Si éste persistiera en no cumplir el acuerdo, la Comisión podrá imponer una nueva multa duplicando sucesiva e ilimitadamente el monto de la última multa impuesta hasta que se cumpla con la medida cautelar o la medida correctiva y sin perjuicio de poder denunciar al responsable ante el Ministerio Público para que éste inicie el proceso penal que corresponda, conforme lo establecido en el artículo 38 de la Ley de Protección al Consumidor.





� LEY DE PROTECCION AL CONSUMIDOR


  	Artículo 8.- Los proveedores son responsables, además, por la idoneidad y calidad de los productos y servicios; por la autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben los productos; por la veracidad de la propaganda comercial de los productos; y por el contenido y la vida útil del producto indicados en el envase, en lo que corresponde.





�	Ver Resolución N° 085-96-TDC del 13 de noviembre de 1996, en el procedimiento seguido por el señor Humberto Tori Fernández contra Kouros E.I.R.L. En dicha resolución, se estableció el siguiente precedente de observancia obligatoria:





  “a) 	De acuerdo a lo establecido en la primera parte del artículo 8 del Decreto Legislativo 716, se presume que todo proveedor ofrece como una garantía implícita, que el bien o servicio materia de la transacción comercial con el consumidor es idóneo para los fines y usos previsibles para los que normalmente se adquieren éstos en el mercado, según lo que esperaría un consumidor razonable, considerando las condiciones en las cuales los productos fueron adquiridos o los servicios contratados, lo que comprende el plazo de duración razonablemente previsible de los bienes vendidos. Sin embargo, si  las condiciones y términos puestos en conocimiento del consumidor o que hubieran sido conocibles usando la diligencia ordinaria por parte de éste, contenidos en los documentos, envases, boletas, recibos, garantías o demás instrumentos a través de los cuales se informa al consumidor excluyen o limitan de manera expresa los alcances de la garantía implícita, estas exclusiones o limitaciones serán oponibles a los consumidores.





b) 	La carga de la prueba sobre la idoneidad del producto corresponde al proveedor del mismo. Dicha prueba no implica necesariamente determinar con precisión el origen o causa real de un defecto, sino simplemente que éste no es atribuible a causas imputables a la fabricación, comercialización o manipuleo.”





� RUBIO CORREA, Marcial. El Sistema Jurídico (Introducción al Derecho). 8° Edición. Fondo Editorial de la PUCP: Lima, 2002. pág. 243-282.


� En adelante la Ley.





� Artículo 6.- De la internalización y corrección de costos


6.1 El Estado procura que todos los agentes que intervienen en el transporte y en el tránsito perciban y asuman los costos totales de sus decisiones, incluidos los costos provocados sobre terceros como consecuencia de tales decisiones. Asimismo, promueve la existencia de precios reales y competitivos en los mercados de insumos y servicios de transporte y corrige, mediante el cobro de tasas u otros mecanismos similares, las distorsiones de costos generadas por la congestión vehicular y la contaminación.





6.2 Cuando la corrección de costos no sea posible, aplica restricciones administrativas para controlar la congestión vehicular y garantizar la protección del ambiente, la salud y la seguridad de las personas.





� En adelante el Reglamento o SOAT. Esta norma fue dictada luego del Decreto Supremo 049-2000-MTC, Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios por Accidentes de Tránsito, modificado por los Decretos Supremos N°s. 036-2001-MTC, 044-2001-MTC y 014-2002-MTC.





�Artículo 14.- El pago de los gastos e indemnizaciones del seguro a que se refiere el presente Reglamento se hará sin investigación ni pronunciamiento previo de autoridad alguna, bastando la sola demostración del accidente y de las condiciones de muerte o lesiones que éste originó a la víctima, independientemente de la responsabilidad del conductor, propietario del vehículo o prestador del servicio, causa del accidente o de la forma de pago o cancelación de la prima, lo cuál deberá constar expresamente en el contrato de la póliza de seguro. En el caso de indemnizaciones deberá observarse lo establecido en el Artículo 33 del presente Reglamento.





� Ver análisis efectuado en el punto 3.1. de la presente Resolución. 





� La más autorizada doctrina nacional en materia de Derecho de las Personas nos explica que: “sustentados en los más recientes y autorizados desarrollos de la ciencia jurídica distinguimos la expresión “sujeto de derecho” de aquella otra de “persona”. Ello obedece a la necesidad de aprehender, con la mayor precisión posible, una compleja realidad, que, hasta hace poco, no había sido tenida en cuenta, en su amplia dimensión, por la doctrina civilista. Debe remarcarse que se trata de un distingo de carácter lingüístico en tanto que siempre, y con cualesquiera de ambas expresiones, aludimos a un mismo ente, o sea, a la vida humana. No obstante, dicho recurso lingüístico permite sistematizar con toda amplitud, a nivel normativo, la dimensión sociológico existencial que integra el fenómeno jurídico, obteniéndose así evidentes ventajas de orden práctico” (el subrayado es nuestro). (Fernández Sessarego, Derecho de las Personas. Exposición de motivos y comentarios al Libro Primero del Código Civil Peruano, Librería Studium Editores, Lima, 1986, 26)





� Tal es el caso, por ejemplo, del art. 1457 c.c. En efecto, dicho numeral prescribe que:





“Por el contrato en favor de tercero, el promitente se obliga frente al estipulante a cumplir una prestación en beneficio de tercera persona.


El estipulante debe tener interés propio en la celebración del contrato” (el subrayado es nuestro).





� Así, “es un argumento a fortiori (del tipo a minori ad maius permisivo) aquél que interpreta que si bien, según los alcances del art. 1457 c.c., se puede realizar un contrato a favor de tercera persona, a fortiori, se puede celebrar un contrato a favor de un concebido, que es un sujeto de derecho privilegiado” (ESPINOZA ESPINOZA, Los principios contenidos en el Título Preliminar del Código Civil Peruano de 1984 (Análisis doctrinario, legislativo y jurisprudencial), Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 2003, 193).





� Por ello, se sostiene que “en lo que concierne a la atribución de derechos del concebido, el artículo primero distingue la imputación de derechos no patrimoniales –o extrapatrimoniales- de quéllos de carácter patrimonial. En cuanto a los primeros, como sería el caso del derecho a la vida, es evidente que no están sujetos a condición alguna” (FERNÁNDEZ SESSAREGO, op. cit., 29).


� REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, Diccionario de la Lengua Española, vigésima primera edición, Tomo II, Madrid, 1992, 1413.


� Al respecto, cabe señalar que la señora Cahuaza fue atendida en la Clínica Vesalio por traumatismo encéfalo craneano y herida infectada en el oído derecho.





� Al respecto, conforme a lo dispuesto por la Primera Disposición Final del Código Procesal Civil, las normas en él contenidas se aplican supletoriamente a los procedimientos administrativos. Por esta razón, a quien afirma determinados hechos, le corresponde la carga de probarlos. En tal sentido, el articulo 196 del Código Procesal Civil establece lo siguiente:


Artículo 196.- Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos.





� CODIGO CIVIL


Artículo 1.- La persona humana es sujeto de derecho desde su nacimiento. La vida humana comienza con la concepción. El concebido es sujeto de derecho para todo cuanto le favorece. La atribución de derechos patrimoniales está condicionada a que nazca vivo.





� RUBIO CORREA, Marcial. El Ser Humano como Persona Natural. Para Leer el Código Civil, Vol. XII. Lima: Fondo  Editorial de la PUCP, 1995. pág. 16 - 17. 





� En esa línea, la diferencia entre la persona y el concebido es que el primero tiene capacidad de goce pleno de derechos civiles y de los deberes que impone el ordenamiento jurídico, mientras que el concebido es sólo sujeto de derecho en cuanto le favorezca, gozando por tanto de una capacidad restringida. FERNANDEZ SESSAREGO, Carlos. Derecho de las Personas. Exposición de Motivos y Comentarios al Libro 1° del Código Civil. Lima: Grijley, 1996. pág.35-37.





� Ver artículo 34 del Reglamento.





� Sin perjuicio de ello, se indica a la denunciante que su pretensión puede ser amparada por la vía de indemnización por daño moral en el Poder Judicial.
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